
 
 

 
 
 

 

Página 1 de 16 

 

 

                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – VEINTISIETE (27) DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0034 (2023-0088-01 S.I.) 
ACCIONANTE: HERNANDO VERGARA DAVILA 
ACCIONADO: MUNICIPIO DE SABANAGRANDE – INSPECCION UNICA DE POLICIA DE 
SABANAGRANDE 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 10 de febrero de 2023 por el JUZGADO  PROMISCUO MUNICIPAL DE 
SABANAGRANDE, dentro de la acción de tutela impetrada por HERNANDO VERGARA 
DAVILA en contra de MUNICIPIO DE SABANAGRANDE – INSPECCION UNICA DE 
POLICIA DE SABANAGRANDE, por la presunta violación de su derecho fundamental al 
DEBIDO PROCESO 
 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
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DE LA ACTUACIÓN 

 
La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE 
SABANAGRANDE  a través de auto adiado 31 de enero de 2023, ordenándose oficiar a la 
accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. Además 
vinculo al trámite a Dirlys Cantillo Buzón, Leonardo Durán Benítez y todas las personas 
indeterminadas con interés en el presente trámite.  
Informes que fue allegado al plenario y sustentado en los siguientes términos:  
 
INFORME ALCALDIA MUNICIPAL DE SABANAGRANDE 
GUSTAVO DE LA ROSA BERDEJO, en calidad de Alcalde,  manifestó: 

 

 
 

INFORME INSPECCION POLICIA SABANAGRANDE 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE SABANAGRANDE, mediante providencia del 
10 de febrero de 2023, resolvió negar el amparo invocado por cuanto no acredito prueba 
que permitiera establecer al Despacho que la accionada ha vulnerado los derechos 
fundamentales del actor. 
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DE LA IMPUGNACIÓN 
Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado, atendiendo lo siguiente: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es atribuible INSPECTORA UNICA DE POLICIA DE 
SABANAGRANDE la presunta vulneración del derecho al debido proceso, en cabeza del 
señor HERNANDO VERGARA DAVILA, con ocasión de la actuación policiva que asegura 
se adelantó con vulneración de los derechos fundamentales del actor  . 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

El marco constitucional está conformado por el artículo 23, 44 y 86 de la Constitución  

Política,  Decreto 2591 de 1991. Ley 1155 de 2015,  Sentencia T-597/08 Sentencia T-

1039/12, Sentencia T-362/15, T-954/14, T-661/14, T- 362 - 2015  entre otras. 

 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 

La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  

Como quiera que la acción de tutela es interpuesta por la presunta trasgresión del 

derecho fundamental de petición este despacho realizará una breve referencia al mismo 

para finalmente estudiar el fondo del asunto. 

La Constitución Política (Art. 23) consagra que “toda  persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta solución”. 

La Corte Constitucional, ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la 

autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo 

pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva 

la cuestión, sea de manera favorable o desfavorable a los intereses del peticionario; iii) en 

forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al 

solicitante. Si emitida la respuesta requerida, falla alguna de los tres presupuestos finales, 

se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. 

En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado: 
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“… el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna a la 

petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos 

características deben estar complementadas con la congruencia de lo 

respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello 

preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto 

principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera 

congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar 

a una información plena de la respuesta dada. 

 

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la 

solicitud conoce su respuesta, Se hace necesario reiterar que no se considera como 

respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el 

titular del derecho fundamental.”1 

DEBIDO PROCESO Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  Política con  carácter 

fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  estrecho vínculo  

con  el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  autoridades 

judiciales, sino también en adelante las administrativas en la definición de los derechos de 

los individuos.  

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley 

impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también 

el  respeto  a  las  formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  

general contenidas  en  los  principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  

las  calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  

jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  

debido  proceso,  en  un  proceso  administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que 

tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  sustantivo,  es  decir,  cuando  se  

encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto;(ii) presente un 

flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  probatorio  en  

que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 

inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  

cuando  el fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  

que se trate; y,(iv)  presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  

juez  se desvía  por  completo  del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a 

determinadas cuestiones” 

 

En procura de asegurar la integridad de la Carta, la Corte Constitucional ha comprendido 

que  el  ejercicio  del  derecho  de  acceso  a  la  administración  de  justicia  está  

supeditado  al cumplimiento de determinadas cargas y deberes.  La  Corte  Constitucional,  

ha  señalado  que  la  tutela  contra  los  actos  proferidos  por  las autoridades  en  

desarrollo  de  los  procesos  policivos  debe  reunir  los  requisitos  formales dela  tutela  

contra  sentencias.   

 

Al  respecto,  la  Corte,  al  decidir  acerca  de  la  procedencia formal  contra  una  

decisión  adoptada  en  un  proceso  policivo  sistematizó  los  requisitos presentados por 

la Corte de la siguiente manera: “En  primer  lugar,  la  acción  de  tutela  debe  cumplir  

con  unos  requisitos  de procedibilidad  que  le  permitan  al  juez  evaluar el  fondo  del  

asunto.  Para establecer  si  están  dadas  esas  condiciones,  debe  preguntarse,  si:  (i)  

la problemática tiene relevancia constitucional; (ii) si han sido agotados todos los recursos 

o medios -ordinarios o extraordinarios-de defensa de los derechos, a menos que se trate 

de impedir un perjuicio irremediable o que los recursos sean ineficaces en las 

circunstancias particulares del peticionario;(iii) si se cumple el requisito de la inmediatez 

(es decir, si se solicita el amparo pasado un  tiempo  razonable  desde  el  hecho  que  
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originó  la  violación);(iv)  si  se  trata de  irregularidades  procesales,  que  ellas  hubieran  

tenido  incidencia  en  la decisión que se impugna, salvo que de suyo se atente 

gravemente contra los derechos fundamentales; (v) si el actor identifica debidamente los 

hechos que originaron la violación, así como los derechos vulnerados y si -de haber sido 

posible-lo mencionó oportunamente en las instancias del proceso ordinario o contencioso; 

(vi) si la sentencia impugnada no es de tutela.” 

 

En ese sentido, dentro de los eventos susceptibles de amparo constitucional en lo que  a 

decisiones de órganos jurisdiccionales se refiere, encontramos lo que la jurisprudencia ha 

llamado “Defecto Orgánico” el cual, en palabras de la Honorable Corte Constitucional, se 

refiere  a: “aquellos eventos en los que el funcionario que profiere determinada  decisión, 

carece de manera absoluta de la competencia para hacerlo”.  

 

En tales eventos, manifestó la referida Corte en sentencia T-267-2013, la tutela resulta 

procedente para salvaguardar el  derecho  fundamental  al  debido  proceso.   

Por  otra  parte,  la  Corte  reseñó  en  la  misma providencia que nos encontramos frente 

a tal circunstancia siempre que (I) “la autoridad judicial extralimita de forma manifiesta el 

ámbito de las competencias otorgadas tanto por la Carta Política como por la ley” o (ii) 

“cuando los jueces a pesar de contar conciertas atribuciones para realizar determinada 

conducta, lo hace por fuera del término consagrado para ello. 

Por lo anterior, cuando un operador judicial desconoce los límites temporales y 

funcionales de la competencia, configura un defecto orgánico y en consecuencia vulnera 

el derecho fundamental al debido proceso”. Así mismo, también ha planteado la Corte que 

la tutela procede contra decisiones jurisdiccionales cuando se ha configurado un “Defecto 

Procedimental” en trámite del proceso. Frente a esto, a través de sentencia T-781/2011 

de dicha corporación, se señaló que el defecto procedimental se configura siempre que “el 

funcionario se aparte de manera evidente y grotesca de las normas procesales aplicables. 

Al desconocer completamente el procedimiento determinado por la ley, el juez termina 

produciendo un fallo arbitrario que vulnera derechos fundamentales. También se ha 

admitido que, en forma excepcional, éste puede configurarse debido a un exceso ritual 

manifiesto, a consecuencia del cual el operador judicial resta o anula la efectividad de los 

derechos fundamentales por motivos excesivamente formales”. 

 

AMPARO POLICIVO Precisamente, esta Corporación en Sentencia T-048 de 1995, 

definió el amparo policivo contenido en dicho decreto como: 

“(…) un mecanismo preventivo dirigido a restablecer el poder de hecho que el poseedor o 

tenedor ejerce sobre un bien inmueble o mueble, o específicamente en una servidumbre 

(arts. 125 y 128), sin que importe en cada caso concreto la valoración jurídica relativa al 

derecho real o personal que el actor pudiera tener (propiedad, uso, usufructo, 

servidumbre, arrendamiento, etc.). 

 

En el ‘amparo policivo’ no se discute ni decide, por tanto, sobre la fuente del derecho que 

protege al actor o a sus contradictores (art. 126), por lo que el debate se limita 

exclusivamente a preservar o a restablecer la situación de hecho al estado anterior (statu 

quo) a la perturbación o a la pérdida de la posesión o tenencia del demandante sobre el 

bien. Ese es el sentido con que se regula por el artículo 125 del Código de Policía la figura 

del amparo. Así se expresa esta norma: 

‘La Policía sólo puede intervenir para evitar que se perturbe el derecho de posesión o 

mera tenencia que alguien tenga sobre un bien, y en el caso de que se haya violado ese 

derecho, para restablecer y preservar la situación que existía en el momento en que se 

produjo la perturbación’.” 

En la actualidad, el proceso policivo de amparo por perturbación a la posesión, se 

encuentra regulado en la Ley 1801 de 2016. En su Título VII se establece dentro de las 

denominadas “acciones de protección de los bienes inmuebles” este procedimiento, 

prescribe que, para los efectos de dicha normatividad, especialmente, los relacionados 

con el presente apartado, la posesión, mera tenencia y servidumbres a los que se hace 
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alusión están definidos por los artículos 762, 775 y 879 del Código Civil (Art. 76). Describe 

como comportamientos contrarios: perturbar la posesión o mera tenencia de un inmueble 

o mueble por causa de daños materiales o hechos que la alteren e impedir el ingreso, uso 

y disfrute de la posesión o tenencia de un inmueble al titular de este derecho y demás, 

frente a lo cual señala las medidas correctivas a adoptar (Art.77). Dispone que la querella 

puede ser presentada ante el Inspector de Policía por “el titular de la posesión o la mera 

tenencia de los inmuebles particulares o de las servidumbres; las entidades de derecho 

público; y los apoderados o representantes legales de los antes mencionados” (Art. 79). 

También indica este Código que se debe comunicar al propietario inscrito la iniciación de 

dicho procedimiento sin perjuicio de que se lleve a cabo la diligencia prevista (Par. 2, Art. 

79); e impone a la Superintendencia de Notariado y Registro, al Instituto Agustín Codazzi 

y las administraciones municipales, la obligación de suministrar la información solicitada, 

de manera inmediata y gratuita, a las autoridades de policía (Par. 3, Art. 79). Prevé, 

adicionalmente, que “cuando por caso fortuito o fuerza mayor demostrados, 

excepcionalmente deba suspenderse la audiencia pública, la autoridad competente 

decretará el statu quo sobre los bienes objeto de la misma, dejando constancia y registro 

documental, fijando fecha y hora para su reanudación” (Par. 4, Art. 79). Finalmente, 

dispone que el amparo de la posesión, la mera tenencia y las servidumbres es una 

“medida de carácter precario y provisional, de efecto inmediato, cuya única finalidad, es 

mantener el statu quo mientras el juez ordinario competente decide definitivamente sobre 

la titularidad de los derechos reales en controversia y las indemnizaciones 

correspondientes, si a ellas hubiere lugar” 

 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, manifiesta la parte accionante que se presenta vulneración del 

derecho fundamental al debido proceso en cabeza del señor HERNANDO VERGARA 

DAVILA, quien considera que el MUNICIPIO DE SABANAGRANDE – INSPECCION DE 

POLICIA DE SABANAGRANDE, con ocasión de la actuación policiva que asegura se 

adelantó con violación al debido proceso.  

La accionada por su parte asegura no haber vulnerado el derecho fundamental del actor, 

por cuanto el proceso policivo se desarrolló velando por el debido proceso y defensa de 

las partes. 

La naturaleza de la tutela como mecanismo subsidiario exige que se adelanten las 

acciones judiciales o administrativas alternativas y que, por lo tanto, no se pretenda 

instituir a la acción de tutela como el medio principal e idóneo. La Corte Constitucional ha 

determinado que no es una elección del accionante acudir al mecanismo previsto por el 

ordenamiento jurídico o interponer la acción de tutela, si así lo prefiere, pues, de ser así, 

la acción de tutela respondería a un carácter opcional y no subsidiario como el que le es 

propio. 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución, toda persona puede reclamar, por sí 

misma o por quien actúe en su nombre, ante los jueces, mediante la acción constitucional, 

la protección inmediata de sus derechos fundamentales, vulnerados o amenazados por la 

acción u omisión de cualquier autoridad pública, o por los particulares en los eventos que 

establezca la Constitución y la ley, cuando no disponga de otro instrumento de defensa 

judicial, excepto que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. 

El mecanismo de protección procede, en consecuencia, contra cualquier autoridad pública 

que con sus actuaciones u omisiones vulneren o amenacen derechos constitucionales 

fundamentales, incluidas, por supuesto, las judiciales, en cuanto autoridades de la 

República, las cuales, sin excepción, “están instituidas para proteger a todas las personas 



 
 

 
 
 

 

Página 15 de 16 

 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 

libertades”, como lo consagra el artículo 2º de la Constitución. 

Por otra parte, la Corte Constitucional con fundamento en los artículos 2 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, los cuales proveen sustento normativo adicional, ha admitido la 

procedencia de la acción constitucional contra providencias judiciales cuando (i) no 

existan otros recursos de defensa judicial; (ii) existiendo se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable y (iii) aquellos no sean eficaces, por las 

particularidades del caso, en los términos del artículo 6 del Decreto Ley 2591 de 1991. 

Debido a la función constitucional asignada a quienes administran justicia y, en razón a su 

naturaleza, esta Corporación ha precisado que la tutela contra providencias judiciales 

procede de manera excepcional, pues en estos eventos,  “la adecuada protección de los 

principios y valores constitucionales implica un ejercicio de ponderación entre la eficacia 

de la mencionada acción -presupuesto del estado Social y Democrático de Derecho-, y la 

vigencia de la autonomía e independencia judicial, el principio de cosa juzgada y la 

seguridad jurídica”. 

Bajo este contexto, la Corte ha señalado que la tutela contra sentencias judiciales “es un 

instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del 

juez incurre en graves falencias, de relevancia constitucional, las cuales la tornan 

incompatible con los mandatos previstos en el Texto Superior. En este sentido, la acción 

de tutela contra providencias judiciales es concebida como un ‘juicio de validez’, lo que se 

opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los 

asuntos de índole probatoria o de interpretación del derecho legislado, que dieron origen a 

un litigio, más aún cuando las partes cuentan con los recursos judiciales tanto ordinarios 

como extraordinarios, para controvertir las decisiones que estimen arbitrarias o que sean 

incompatibles con la Carta Política. No obstante, pueden subsistir casos en que agotados 

dichos recursos, persiste la arbitrariedad judicial; en esa hipótesis, por ejemplo, se habilita 

la procedencia del amparo constitucional”. 

En desarrollo de lo expuesto, la Sentencia C-590 de 2005, señaló una serie de requisitos 

generales y específicos. Los primeros, referidos a la procedencia de la tutela y, los 

segundos, relativos a la tipificación de las situaciones que conducen a la afectación de 

derechos fundamentales, especialmente, el derecho al debido proceso.  

En el ordenamiento jurídico colombiano, los titulares del derecho de propiedad, los 

poseedores o los meros tenedores cuentan con las herramientas legales de carácter 

judicial y administrativo de protección del uso, goce y disposición de sus bienes, cuando 

se encuentren amenazados o vulnerados. Entre las primeras, se halla el procedimiento 

policivo de amparo por perturbación a la posesión o tenencia el cual se encuentra 

regulado en el Decreto Ley 1355 de 1970 y actualmente en la Ley 1801 de 2016. 

En 1970 se expidió el Decreto Ley 1355, por medio del cual se adoptó el Código Nacional 

de Policía. En dicha normatividad se regularon las acciones policivas de naturaleza civil 

orientadas a la protección de la posesión y la tenencia de bienes. Su finalidad era 

proteger en forma provisional los inmuebles rurales y/o urbanos de actuaciones que 

perturbaran las manifestaciones del derecho de dominio, frente a lo cual las autoridades 

de policía podían “tomar medidas destinadas a preservar y restablecer la situación 

existente al momento de producirse la perturbación” 

En el decreto mencionado, por un lado, a quien solicitaba la medida de amparo no se le 

exigía demostrar o controvertir el derecho de dominio ni se consideraban las pruebas que 

se exhibían para acreditarlo. Lo anterior, por cuanto lo que se pretendía era restituir el 

statu quo respecto de la tenencia y posesión del inmueble, es decir, rectificar la 

perturbación y restablecer las cosas al estado en que se encontraban antes. Por otro, el 

querellado podía acreditar una causa justificable de su actuar derivada de la condición de 
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tenedor o poseedor u orden de autoridad competente, como medio de defensa, para 

impedir la acción. 

Sumado a todo lo anterior, se evidencia que en el presente caso el actor no agoto los 

recursos contra la decisión proferida por la accionada INSPECCION DE POLICIA DE 

SABANAGRANDE, por lo que no resulta procedente el estudio de la presente acción por 

cuanto es necesario que el actor agote todos los mecanismos y/o recursos a que tiene 

derecho, al no presentarse recurso alguno por el accionante contra la resolución emitida 

por la inspección accionada se torna improcedente la presente acción constitucional, en 

razón a que la misma no puede ser utilizada como una tercera instancia o para revivir 

oportunidades procesales ya fenecidas. 

Son las razones precedentes, suficientes para establecer que no existen razones que 

hagan procedente el examen constitucional, en virtud de lo cual se confirmará la decisión 

de primera instancia proferida el 10 de febrero de 2023 por el JUZGADO PROMISCUO 

MUNICIPAL DE SABANAGRANDE dentro de la ACCIÓN DE TUTELA incoada por 

HERNANDO VERGARA DAVILA, en contra de MUNICIPIO DE SABANAGRANDE – 

INSPECCION DE POLICIA DE SABANGRANDE, por la presunta vulneración de su 

derecho fundamental al debido proceso y a la defensa. 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 10 de febrero de 2023 

por el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE SABANAGRANDE dentro de la ACCIÓN 

DE TUTELA incoada por HERNANDO VERGARA DAVILA, en contra de MUNICIPIO DE 

SABANAGRANDE – INSPECCION DE POLICIA, por la presunta vulneración de su 

derecho fundamental al debido proceso y a la defensa, de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído. 

SEGUNDO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 


